Carátula 


(Asiste el doctor Martín Risso Ferrand.) 
SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 30.) 


——La Comisión Especial con fines de asesoramiento legislativo sobre inteligencia de Estado da la 
bienvenida al doctor Martín Risso Ferrand, a quien hemos invitado a los efectos de que nos pueda 
aportar sus consideraciones sobre un anteproyecto. 


Voy a hacer una aclaración que he hecho ante los otros invitados. Esta es una Comisión 
bicameral que, como su título lo dice, tiene fines legislativos en materia de inteligencia de Estado. Está 
integrada por señoras y señores Diputados y Senadores y, en el decurso de su trabajo, conformó un 
subgrupo que tomó todas las iniciativas que había en materia de legislación respecto al tema de la 
inteligencia de Estado y trató de articular un borrador de anteproyecto. 


A diferencia de otras invitaciones que se le ha hecho al doctor Risso Ferrand a distintas 
Comisiones en las que discutimos sobre proyectos, en esta oportunidad la Comisión bicameral evaluó 
la necesidad de hacer algunas consultas previas a la presentación de un borrador de proyecto ante la 
Asamblea General. A sugerencia de los integrantes de la Comisión se decidió hacer una consulta 
previa acerca de lo que, eventualmente, terminará siendo un proyecto para que después tenga el 
trámite parlamentario que la Constitución determina y poder transformarlo en ley. Es decir que en 
primer lugar será enviada a alguna de las Cámaras, de ahí a alguna Comisión y de la Comisión 
continuará con el trámite legislativo. 


Desde ya agradecemos la deferencia que el doctor Martín Risso Ferrand ha tenido para con 
las Comisiones de cada una de las Cámaras del Poder Legislativo y estaríamos en condiciones de 
analizar las valoraciones que le haya merecido este borrador de anteproyecto. 


SEÑOR RISSO FERRAND.- Como siempre, es un honor y un gusto ser invitado a una Comisión. 


Con las aclaraciones del señor Presidente, voy a tratar de dar tres o cuatro ideas que, 
quizás, puedan ser de utilidad para este tema. Obviamente, me he limitado a analizar los temas 
constitucionales. Hay una cantidad de aspectos que no hacen al derecho constitucional; esos los he 
obviado, salvo un par de artículos que voy a mencionar porque, en cierta forma, rondan la Constitución 
aunque tampoco es derecho constitucional. 


El primer comentario general que voy a realizar tiene que ver con el artículo 5%. Este artículo 
establece los principios para la recolección de información y en el literal a) dice: "Legitimidad: implica el 
sometimiento pleno a la ley y la actuación de acuerdo a la subordinación y a la responsabilidad 
orgánicas". Más adelante, en el literal d) habla de: "Legalidad". Son conceptos muy parecidos; 
"legalidad" es un poco más acotado que "legitimidad", y en "Legalidad" habla de la "estricta 
observancia de la Constitución de la República", lo cual no encuadra exactamente dentro el concepto 
de "legalidad". Me parece que en el sentido técnico la referencia en la Constitución del derecho 
internacional de los derechos humanos debería ir en el literal a), que es donde está el concepto de 
legitimidad que abarca Constitución, Tratados Internacionales y Ley, y no en el d) que, al referir al 
principio de legalidad, está refiriendo solamente a la ley. Es un tema absolutamente menor; es un 
problema semántico. Simplemente me parece que los dos literales deberían unirse bajo el título de 
"Legitimidad". Si esto se hiciera, el artículo 6% termina siendo absolutamente innecesario. Reconozco 
que puede haber un interés político en afirmar algo que es de principio absolutamente para todas las 
autoridades públicas; quizás, políticamente se entienda conveniente pero creo que desde el punto de 
vista jurídico no es necesario 


También es absolutamente menor y formal. 


En el artículo 8% no me queda claro exactamente cuáles son los organismos u órganos que 
va a comprender el Sistema Nacional de Inteligencia. Indudablemente, serán el Ministerio del Interior, 
el Ministerio de Defensa Nacional y calculo que el Ministerio de Economía y Finanzas, pero también 
puede haber algún Ente Autónomo o algún Servicio Descentralizado como Antel, siempre 
manejándonos en esta línea de temas menores de detalle. 


En el artículo 8% se habla del conjunto de todos los organismos. La expresión "organismo" 
históricamente ha sido utilizada en el Uruguay como sinónimo de persona jurídica. Con la expresión 
"organismo" se estaría comprendiendo, por ejemplo, a Antel, pero si quisieran hablar de lo que forma 
parte de la Administración Central, debería ser "órgano". Por lo tanto, creo que, para cumplir con esta 
pauta histórico, constitucional, sería mejor que el artículo 8% hablara de "organismos y órganos", para 
prever personas jurídicas y los órganos de la Administración Central. 


En el artículo 10 creo que hay un tema que es más importante, aunque también entiendo que 
los motivos pueden llevar a que en este anteproyecto se haya colocado así. Desde el año 1985 ha 
empezado una tendencia en el Uruguay que es atribuir competencias al órgano Presidencia de la 
República y a crear reparticiones de ese órgano. Presidencia de la República es un órgano de creación 
constitucional y de competencia cerrada; tiene solamente al Prosecretario y al Secretario de la 
Presidencia, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y a la Oficina Nacional del Servicio Civil. Esta 
tendencia, que empezó en 1985, se ha ido incrementando y ahora, en esa misma línea, en esa misma 
tendencia histórica, en este artículo se establece que la Secretaría de Inteligencia va a actuar como un 
órgano desconcentrado dependiente de la Presidencia de la República. El primer comentario, de 
acuerdo con la consideración tradicional del órgano Presidencia de la República, es que esto podría 
ser considerado inconstitucional porque no es el lugar apropiado para que esto funcione. El lugar 
apropiado sería en la órbita de algún Ministerio, pero advierto que en ese sentido hay un problema a la 
hora de determinar qué Ministerio, porque son varios los involucrados en este tema. Creo que lo que 
correspondería es que no estuviera en la Presidencia de la República, sino subordinada a uno o a 
varios Ministerios; cualquiera de estas dos últimas posiciones son válidas. Esto me parece importante, 
además, porque como el anteproyecto lo menciona, se trata de una Secretaría verdaderamente 
trascendente para el funcionamiento institucional. Si está en la órbita de la Presidencia de la República 
no hay nadie políticamente responsable frente al Parlamento; en cambio, si se la coloca formalmente 
en el Poder Ejecutivo, los Ministros serán los responsables, de acuerdo con los artículos 118 y 
siguientes, 147 y 148. 


Voy a hacer algunos comentarios con respecto al artículo 12. 


En este artículo se establece que la designación corresponde al Presidente de la República. 
Con respecto a este punto hago el mismo comentario que realicé anteriormente: entiendo que la 
designación debe estar a cargo del Poder Ejecutivo que, en este caso, según la distribución interna de 
competencias, será en acuerdo con los Ministerios del Interior, Defensa, seguramente Economía y 
Finanzas y, quizás algún otro. 


Entonces, reitero, el primer comentario es que la designación debería corresponder al Poder 
Ejecutivo. 


En segundo lugar -y esto no es una observación solo lo menciono- advierto que se requiere 
una venia de la Asamblea General. En este caso, no hay un problema de constitucionalidad; 
simplemente, alerto sobre lo siguiente. Desde 1952 hay una tendencia en la Constitución uruguaya, por 
la cual, en materia de venias, autorizaciones y similares, se da una distribución interna: todo aquello 
que refiere a Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, en general, es competencia del Senado; 
todo lo que refiere a Gobiernos Departamentales es competencia de la Cámara de Representantes; a 
la Asamblea General se le reservan aquellos temas vinculados a Tribunal de Cuentas, Suprema Corte 
de Justicia, Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Si se siguiera esa tendencia de la Constitución, 
más que la Asamblea General, debería ser el Senado el órgano al que le correspondería dar la venia. 
Repito que esto no es un problema de constitucionalidad. Si se entiende oportuno o pertinente que sea 
la Asamblea General la que otorgue la venia, no hay ningún obstáculo para que así sea. 


Entiendo que el inciso final del artículo 12 sí presenta una dificultad, en tanto establece que 
la subrogación se determinará en la forma que establezca el Reglamento. Creo que aquí hay un 
problema con el principio de legalidad. Indudablemente, la subrogación por cualquier caso de vacancia 
es verdaderamente muy importante; de acuerdo con el principio de legalidad, esto debería estar 
resuelto por ley y no debería quedar librado a un acto administrativo. 


Quiero formular un comentario con respecto a los artículos 22 y 23, que me llamaron la 
atención. Estos dos artículos son de principio, son válidos para cualquier órgano estatal, estén o no en 
la ley; seguramente habrá motivos políticos para incorporarlos en forma expresa pero, en realidad, 
aunque estos dos artículos no estuvieran, sería exactamente lo mismo. 


Continúo con el artículo 24. Este artículo establece la creación de una Comisión 
parlamentaria. Aquí entramos en el terreno de ustedes, en lo que llamamos derecho parlamentario. De 
acuerdo con las pautas generalmente aceptadas en el derecho parlamentario, las Comisiones son 
creadas por acto administrativo de las Cámaras o de la Asamblea General y no por ley. Si no estoy 
equivocado, la única Comisión creada por ley es la Comisión Administrativa, que es una Comisión 
atípica. Fuera de ese caso, siempre estuvieron creadas por acto administrativo. No es fácil decir que 
una ley que establezca la creación de una Comisión parlamentaria sea inconstitucional, pero desde el 
punto de vista del Poder Legislativo, no hoy, sino para el futuro, se estará aceptando una intromisión un 
poco excesiva del Poder Ejecutivo. Si dentro de uno, cinco o diez años el Poder Legislativo quiere 
cambiar la integración de la Comisión, no podrá hacerlo, porque necesitará un proyecto de ley y se 
tendrá que exponer al veto del Poder Ejecutivo. El hecho de crear la Comisión por ley realmente da un 
poder importante al Poder Ejecutivo, no hoy, sino seguramente dentro de algunos años. Me parece 
que, siguiendo las prácticas tradicionales, la ley debería expresar que la Asamblea General creará una 
Comisión. La cuestión debería quedar por ahí. 


Con respecto al artículo 29 solo quiero hacer un comentario: me llamó la atención la creación 
de un Delegado Parlamentario especial para cumplir esta función y que no sea la Institución de 
Derechos Humanos la que la realice, dado que parecería ser el organismo típico para hacerlo. Por 
supuesto, en este caso no hay ningún cuestionamiento de constitucionalidad. 


En cuanto al artículo 30, considero que presenta alguna dificultad. Este artículo interpreta, 
para casos concretos, el artículo 115 de la Constitución. Me parece que el artículo 115 de la 
Constitución forma parte del derecho parlamentario y es un tema que exclusivamente tiene que 
interpretar y resolver cada Cámara cuando se enfrenta a algún tipo de irregularidad o a un acto 
deshonroso por parte de un Legislador. Creo que establecer que la violación del principio de reserva 
implica automáticamente la configuración de la causal del artículo 115 es excesivo. No necesariamente 
eso es así. Además, con este criterio, esa misma causal podría aplicarse a cualquier violación de la 
reserva en otras Comisiones, lo cual puede ser verdaderamente muy peligroso. Me da la impresión de 
que no puede ser automático y de que no se puede invadir el poder de decisión de cada una de las 
Cámaras para analizar este tema. 


Creo que la parte final del artículo es un error: "sin perjuicio de que dichas violaciones 
puedan ser alcanzadas por las normas de Derecho Penal". Esto es imposible. El artículo 112 de la 
Constitución establece que los Senadores y Representantes son irresponsables por sus votos y 
opiniones. De manera, que eso no podría ser. 


Mi último comentario es con respecto al artículo 38. Si entiendo bien, lo que se quiere decir 
en este anteproyecto es que no se podrá invocar la reserva para aquellos casos de violaciones a los 
derechos humanos cometidos durante la dictadura; creo que ese es el sentido. El artículo 38 expresa: 
"No se podrá invocar el carácter clasificado de la información cuando la misma refiere a violación a los 
derechos humanos o sea relevante para prevenir o investigar violaciones a los mismos". Creo que tal 
como está redactado, este artículo deshace toda la reserva del proyecto, porque prácticamente todos 
los casos y todas las instancias en las que actúe esta Secretaría estarán vinculados a los derechos 
humanos. Es decir, este artículo prácticamente desnaturaliza todas las normas de clasificación que se 
hicieron antes, y hace que la regla sea la publicidad y no la confidencialidad. 


Además, el artículo 38 tiene un problema en la oración final, cuando dice: "En cualquier caso 
el Poder Ejecutivo determinará si la información está comprendida en los límites de este artículo". 
Estamos ante una mala práctica legislativa, y es la solución de la ley de caducidad, es decir, el Poder 
Ejecutivo resuelve qué caducó y qué no. Acá sería lo mismo en el caso de la reserva. 


Como dije al principio, tenía poco para observar; quizás no sea muy relevante, pero con este 
informe estaría cumpliendo con lo que se me solicitó y quedo a disposición de los Legisladores. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco al doctor Martín Risso Ferrand su presencia, cuyas observaciones 
siempre son provechosas para el trabajo parlamentario; uno a veces siente que estamos abusando de 
su buena disposición al requerir continuamente su presencia. 


Me quiero referir a la creación de la Comisión parlamentaria, por vía legal, y entiendo 
perfectamente su razonamiento. A nivel reglamentario el Poder Ejecutivo no se puede entremeter, pero 
hay una disposición legal; entonces, su supresión, eventual transformación de cometidos o toda 
modificación que necesite, requerirá el trámite legal y, por lo tanto, no se puede obviar que el Poder 
Ejecutivo pueda promulgar o vetar. Asimismo, en el plazo de días para promulgar, podría surgir algún 
elemento de suma urgencia y el Poder Ejecutivo no diga nada en esos diez días y, efectivamente, 
bloquee, estorbe o erosione el sentido de esa ley, eventualmente modificativa. 


Me parece que parte de la necesidad de recurrir a una ley es para dar a los parlamentarios 
que integren esa Comisión un estatus peculiar o más fuerte en cuanto a la reserva de sus trabajos. En 
ese sentido, me parece que el grupo redactor y, en general, quienes hemos acompañado el trabajo de 
esta Comisión, ya sea como integrantes o delegados de sector, creemos en la necesidad de dar 
cobertura legal en lo que tiene que ver con los derechos, pero también de las obligaciones, que a mi 
entender trascienden el régimen estatutario actual de legisladores a nivel constitucional y legal. 


Entonces, pregunto si se podría mantener la creación de esta Comisión al órgano legislativo, 
pero al mismo tiempo establecer por ley ciertas restricciones en el sentido de que sus miembros 
tendrían tales o cuales responsabilidades. 


SEÑOR RISSO FERRAND.. Sí, se podría hacer; no veo ninguna dificultad. 


No obstante, debería tener cuidado con el concepto de derecho parlamentario. Se trata de 
una definición doctrinal, que ni siquiera se creó en Uruguay sino que viene de otros países y no existe 
una gran base en la Constitución. 


En realidad, la Constitución en algunos casos es muy precisa en cuanto a qué es 
competencia exclusiva del Poder Legislativo, pero en otros no lo es tanto. El problema en este caso no 
es hoy, sino en el futuro. Indudablemente, hoy existen mayorías legislativas, en ambas Cámaras 
-posiblemente unanimidad- para crear esta Comisión, pero si se establece tan rígidamente y en el 
futuro los Legisladores decidieran cambiar, se presentará un problema. 


Sin embargo, no veo ningún problema en el planteamiento del señor Legislador Michelini de 
hacer referencia a las características especiales que tendrá esta Comisión, dejando la creación, 
integración y demás en manos del órgano correspondiente, en este caso la Asamblea General. 


Tampoco veo inconveniente que se aclare que la Comisión será de la Asamblea General, es 
decir que no habrá una Comisión en cada Cámara sino una sola y será de la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que la Comisión Legislativa pueda funcionar con eficacia, que sería 
controlar efectivamente las actividades en materia de inteligencia, muchos de nosotros -y lo hemos 
conversado- estamos convencidos de la necesidad de exigir que los miembros de la Asamblea General 
que integren dicha Comisión deberían tener cierta disciplina respecto de la reserva que, va de suyo, si 
no existiera, las posibilidades de controlar las actividades en materia de inteligencia podrían resultar 
complicadas. Estoy pensando que la primera filtración que exista en una Comisión de control, acabaría 


con el control, porque en mi opinión, acto seguido, los responsables de las actividades de control no 
hablarían nada que trascienda las finalidades de control. 


El doctor Risso Ferrand dijo que el artículo 30 estaría violando el artículo 112 de la 
Constitución de la República, es decir, la responsabilidad por eventuales votos o dichos de los señores 
y señoras Legisladoras. Entonces, esto sí agrega un componente, más allá de la abdicación que 
correspondiera conforme al artículo 115, por uno de los objetivos que todos vemos como necesario, 
que es que efectivamente se pueda plantear en esa Comisión todo lo que se entienda pertinente y los 
responsables políticos del Poder Ejecutivo tuvieran que aportar información, con las garantías de que 
no trascendiera ese ámbito. 


Entonces, al amparo del artículo 112 de la Constitución de la República, no se podría limitar 
ninguna apreciación de los Legisladores o Legisladoras. Se trata de una cuestión de equilibrio, y 
hemos tratado de encontrar una fórmula, para que el control pueda ser efectivo. 


En ese sentido, en virtud de la apreciación del doctor Risso Ferrand, tendríamos, por lo 
menos, una dificultad en lo que tiene que ver con la posibilidad de limitar, en la reserva o el secreto, lo 
que se diga en esa Comisión. 


Por eso, quiero preguntar al doctor Risso Ferrand si existe alguna alternativa respecto de la 
irresponsabilidad penal por dichos. 


SEÑOR RISSO FERRAND.- En el artículo 30 entran en juego dos disposiciones constitucionales: los 
artículos 112 y 115. 


El artículo 115 es el más complicado, porque prevé la forma de cesar a los Legisladores y, 
como toda Constitución democrática, establece un elenco taxativo de causales por las cuales un 
Legislador podría cesar, a saber, obviamente, renuncias, fallecimiento, juicio político. El artículo 115 se 
debe interpretar restrictivamente, y me parece que no sería razonable anunciar desde ya en forma 
rígida que toda violación va a caer dentro de las responsabilidades previstas en esta norma, porque en 
realidad los actos que afecten el buen nombre de los Legisladores o de la Comisión, según el caso, 
podrán serlo o no. A su vez, la necesidad de reserva se da en muchísimos temas que maneja el 
Parlamento: en materia económica, información económica, Banco Central, etcétera. 


El artículo 115 creo que no se puede utilizar como lo hace el proyecto; quizás, en algún caso 
se pueda aplicar. 


El artículo 112 siempre se entendió como una solución de principio y, por lo tanto, se 
interpretó en forma expansiva, y siempre se aceptó que refiere tanto a la responsabilidad civil como a 
la penal; allí es donde habría problemas. Si uno es estricto, el artículo 112 dice que jamás serán 
responsables por sus votos u opiniones. Si un señor Legislador filtra información, no estaría dentro de 
la interpretación tradicional. 


Sin embargo, quedan las otras dos formas de responsabilidad: la política y la administrativa. 
Creo que pueden establecerse -quizás no en la ley sino en el Reglamento de la Asamblea General o de 
alguna de las Cámaras- sanciones importantes para los señores Legisladores que violen esto o que lo 
hagan sus equipos de asesores o sus secretarías. Creo que esa responsabilidad sí puede estar desde 
muchos puntos de vista, y es algo que podría afectar políticamente. A un señor Legislador no le será 
agradable encontrarse con la retención durante seis meses del 50% de su salario, desde el punto de 
vista de su bolsillo ni de su prestigio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay algunos puntos que nosotros tendríamos que discutir para saber qué 
solución adoptamos. 


Usted entiende que la dependencia política -que no corresponde tenerla por los motivos que 
expuso en el marco de la Presidencia- podría estar en más de un Ministerio. Obviamente, eso debería 


estar definido en el proyecto de ley. Normalmente, cuando se crean los organismos, en los proyectos 
de ley siempre se establece que se comunicarán con tal Ministerio. Ahora no recuerdo un 
relacionamiento multiministerial, pero podría estar subordinado a más de uno. 


SEÑOR RISSO FERRAND.- La solución habitual -principalmente desde el punto de vista presupuestal- 
es que los órganos se sitúen dentro de un Ministerio. En este momento, no recuerdo algún antecedente 
en lo contrario. Personalmente, no veo ningún obstáculo constitucional para que no sea así. Además, 
en este punto, el Poder Legislativo tiene amplísimas facultades. Podría establecerse 
presupuestalmente dentro de un Ministerio; puede determinarse que se elija políticamente cuál sería el 
Ministerio jerarca, sin perjuicio de que otros estén involucrados en el tema; puede haber más de uno. 
Creo que allí hay un amplio espectro de discrecionalidad. De todas formas, hay que tener en cuenta 
que si van a ir a una jerarquía pluriministerial, deberá existir alguna previsión presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No recordaba que pudiese tener dependencia política de más de un 
Ministerio. 


En Uruguay no hay Ministerio de la Presidencia; si lo hubiera, todos los organismos sin 
disposición constitucional podrían estar dependiendo de un Ministro de la Presidencia. Si bien usted 
expresa que podemos formularlo por ley, estableciendo de quién dependerá desde el punto de vista 
presupuestal y ampliar su dependencia en lo político, entiende que no habría ninguna limitación 
constitucional para hacerlo. 


SEÑOR RISSO FERRAND.- Así es, señor Presidente. 


SEÑOR MICHELINI.- Estaba pensando en antecedentes, y creo que la Comisión Nacional Honoraria 
de los Derechos del Niño y del Adolescente -establecidos en el Código de la Niñez y la Adolescencia- 
podría ser un precedente. Se trata de un órgano pluriministerial, su Presidencia es rotativa, y establece 
que el Ministerio de Educación y Cultura debe dar soporte presupuestal aunque, claramente, no 
depende del MEC. El problema de estas Comisiones -además de ser honorarias- es que después 
quedan en el limbo y terminan en el Ministerio de Educación y Cultura, que juega un papel de 
Ministerio residual. Si se quiere sortear la observación hecha por nuestro visitante de no ubicarla en la 
Presidencia de la República -afillándose a la tesis de cometido cerrado-, este podría ser un 
antecedente explícito. 


SEÑOR POSADA.- Lo que plantea el doctor Risso Ferrand se encuentra en la legislación comparada. 
Recuerdo que dentro de los asesoramientos que recibió la Comisión, se manifestó que en algún caso, 
por ejemplo, la ubicación desde el punto de vista institucional era en el Ministerio de Relaciones 
Exteriores. Sin embargo, desde el punto de vista de la dependencia, tenía relación directa con el Poder 
Ejecutivo, actuando el señor Presidente de la República con los Ministerios de Relaciones Exteriores, 
de Defensa Nacional y del Interior. 


SEÑOR RISSO FERRAND.- La norma clave es el artículo 174 de la Constitución, que dice: "La ley, 
por mayoría absoluta de los componentes de cada Cámara y a iniciativa del Poder Ejecutivo, 
determinará el número de Ministerios, su denominación propia y sus atribuciones y competencias en 
razón de materia, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 181". Si se cumple con este requisito 
formal, el Poder Legislativo puede establecer lo que quiera. Por ejemplo, puede determinar que desde 
el punto de vista presupuestal, va a estar dentro de determinado Inciso, que el jerarca directo va a ser 
uno o varios Ministros, que va a ser un solo Ministro, sin perjuicio de que según el tema que se trate, 
puede haber responsabilidad de varios: si es Policía, será del Ministerio del Interior, si es un tema 
militar, será del Ministerio de Defensa Nacional, etcétera. Creo que tiene un amplio margen para 
moverse. De todos modos, sería interesante ubicarlo presupuestalmente dentro de un Inciso 
determinado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la deferencia del doctor Risso Ferrand por la cooperación y 
colaboración que ha demostrado permanentemente con el Senado y con la Cámara de 
Representantes. 


(Se retira de Sala el doctor Risso Ferrand.) 
——_Debemos definir el procedimiento a seguir. 


La versión taquigráfica de la comparecencia del doctor Correa Freitas ya ha sido repartida a 
los miembros de la Comisión y, seguramente en esta semana podremos articular la distribución de la 
correspondiente al día de hoy, con los comentarios del doctor Martín Risso Ferrand. La idea es que se 
reinstale el subgrupo de redacción -con la composición que tenía o con los integrantes que se quieran 
sumar- a los efectos de redactar un borrador de anteproyecto, de acuerdo con lo que han expuesto los 
invitados convocados por esta Comisión. Una vez elaborado lo haremos circular entre todos los 
miembros de la Comisión para que, en una reunión posterior -que será un lunes a la hora 13 y 30-, sea 
aprobado y lo presentemos ante la Asamblea General. De esta manera, daríamos por concluida esta 
etapa del trabajo de esta Comisión, que se ha extendido desde fines de 2011 hasta la fecha. 


SEÑOR POSADA.- Quiero hacer una propuesta que me parece facilitaría la tarea del grupo de trabajo. 
En lugar de organizar columnas por artículo, sería bueno establecer debajo de cada artículo las 
observaciones que han sido desarrolladas por los distintos asesores que han concurrido a la Comisión, 
a fin de identificar aquellos que tienen dificultades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay problema en hacerlo de esa manera. 


El material se distribuirá a todos los miembros de la Comisión y estaríamos convocando a 
una sesión del grupo para el lunes que viene a la misma hora. Anteriormente, participaron la señora 
Diputada Passada, los señores Diputados Posada, Trobo y Amy, el Senador Viera Duarte, y quien 
habla, pero es un grupo que está abierto. 


SEÑORA PASSADA.- Si a las secretarias les da el tiempo, estoy de acuerdo con que nos reunamos el 
lunes que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La secretaria me dice que sí. Por lo tanto, convocamos una reunión del grupo 
para el próximo lunes a la hora 13 y 30. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 14.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


